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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunido en Zamora el día 24 
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siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 25 de mayo de 2010 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxxx, debido a los daños sufridos en un accidente por la existencia de hielo y 
nieve en la calzada. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 28 de mayo de 

2010, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 607/2010, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por 
el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del 
Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Pérez Solano. 
 
 Primero.- El 7 de octubre de 2009 D. xxxxx presenta una reclamación 
de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento de xxxx1 por los daños 
sufridos en un accidente acaecido el 26 de diciembre de 2008, sobre las 19:30 
horas. No cuantifica los daños.  
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 Adjunta a su escrito copia de la denuncia formulada el 15 de enero de 
2009 ante la Policía Local en la que hace constar lo siguiente: 
 
  “(…) cuando circulaba con vehículo marca Renault, modelo Scenic, 
matrícula xxxx, por la C/ xx1, dirección C/ xx2, tuvo que pisar el freno de su 
vehículo debido a que se encontraba el vehículo de la Policía Local parado en la 
vía, inspeccionando los agentes el estado de la calle a causa del hielo existente 
en esos momentos en la calzada como consecuencia de la nieve, [y] por ese 
motivo el coche derrapó y golpeó contra el bordillo y una farola. (…) 
 
  »Se me manifestó por parte de los agentes (…) que se había 
requerido al concejal de obras y que éste se había negado a intervenir por 
considerar que no era necesario y que el estado de la vía era bueno, siendo 
ésta intransitable, quedando la calle cortada a los diez minutos”. 
 
 Segundo.- Mediante Resolución de la Alcaldía de 26 de octubre de 2009 
se desestima la reclamación, por considerar que “aunque la placa de hielo 
estuviera en la calzada del municipio, de obligado uso por los vehículos, el nivel 
de cuidado o negligencia (sic) del Ayuntamiento no puede hacerse extensivo 
hasta el extremo de responsabilizarse por daños cuya última causa obedece a 
una circunstancia meteorológica extrema”. 
 
 Tercero.- El 2 de diciembre de 2009 el interesado interpone recurso de 
reposición contra la citada resolución, en el que solicita la práctica de la prueba 
testifical, propuesta en su escrito inicial, que acreditara la pasividad del 
Ayuntamiento en la adopción de medidas ante la nevada. Cuantifica los daños 
en 1.060,31 euros, conforme a la copia de la factura que aporta. 
 
 Cuarto.- Previa solicitud de la Alcaldía, el 10 de diciembre de 2009 los 
agentes de la Policía Local intervinientes emiten un informe sobre el accidente y 
en él se remiten a los evacuados con fecha 30 de diciembre de 2008 -que se 
adjuntan-. En uno de ellos se señala lo siguiente: 
 
  “Que durante el servicio de tarde del día 26 de diciembre, siendo 
aproximadamente las 17:55 horas, nos pusimos en contacto con el concejal de 
obras para comentarle el estado del tiempo y la necesidad de comenzar a echar 
sal en los lugares en los que habitualmente hay problemas. Todo ello puesto 
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que se vio que empezaba a nevar y parecía que iba a continuar así durante 
bastante tiempo. 
 
  »Que al parecer D. xxxxx no podía echar sal por tener actividades 
navideñas por lo que se le insistió en que buscara operarios para realizar dicho 
cometido. 
 
  »Que, aproximadamente una hora después, y cuando nos 
encontrábamos en la calle xx1 (una de las zonas en las que se ha advertido de 
la formación de hielo) presenciamos un accidente de circulación [objeto de la 
reclamación] (…). 
 
  »Se volvió a intentar contactar varias veces con el concejal de 
obras, para que se cortara la calle y se echara sal en la zona, siendo imposible 
hablar con él. 
 
  »Que sobre las 20:15 horas recibimos llamada telefónica de otra 
vecina que había tenido otro accidente en el mismo lugar (…). 
 
  »Que por nuestra parte se procedió a cortar la calle con conos 
balizadores puesto que no teníamos otros medios. 
 
  »Desde esta Policía se ha instado al Ayuntamiento en repetidas 
ocasiones a la creación de una brigada de obras que actúe en casos urgentes y 
que se den fuera del horario habitual del Ayuntamiento. También se han 
señalado las zonas en las que conviene echar sal para prevenir situaciones de 
riesgo, todo ello con resultado negativo. No obstante, es nuestro deber volver a 
advertir de los hechos acaecidos y de la posibilidad de que se repitan. 
 
  »Aprovechamos el presente informe para señalar la necesidad de 
colocar una señal advirtiendo del peligro de patinaje por hielo o de cambiar el 
sentido de la calle”. 
 
 En el otro informe, de la misma fecha, consideran que el “accidente se 
produjo (…) por una velocidad inadecuada para las condiciones de la vía, junto 
al mal estado de ésta por estar nevando en esos momentos”. 
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 Quinto.- El 12 de abril de 2010 la técnica de Administración General 
emite un informe favorable a la estimación del recurso de reposición y al 
resarcimiento del interesado. 
 

Sexto.- El 12 de abril de 2010 se formula propuesta de resolución 
estimatoria de la reclamación. 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
No obstante, cabe formular las siguientes observaciones a la tramitación: 

 
 a) En primer lugar, el expediente remitido a este Consejo versa 

sobre el recurso de reposición interpuesto frente a la resolución desestimatoria 
de una reclamación de responsabilidad patrimonial -procedimiento éste último 
en el que, dicho sea de paso, se omitieron total y absolutamente todos los 
trámites-. 
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 Este Consejo considera que el Ayuntamiento ha procedido de 
forma adecuada al tramitar el recurso de reposición interpuesto, formular la 
propuesta de resolución del recurso y solicitar dictamen del Consejo Consultivo.  

 
 De acuerdo con el criterio recogido en los Dictámenes 203/2009, 

de 16 de julio, y 267/2010, de este Consejo (que acogen el criterio del Consejo 
de Estado expuesto en sus Dictámenes números 1.727/2004, de 22 de julio, 
2.034/2004, de 16 de septiembre, 2.349/2004, de 4 de noviembre, y 
2.604/2004, de 2 de diciembre, todos ellos relativos a la interposición de 
recursos de reposición contra la desestimación presunta de una reclamación de 
responsabilidad patrimonial), al haberse interpuesto por el interesado un 
recurso de reposición contra la desestimación expresa de su reclamación, no 
cabe resolver nuevamente ésta, sino que ha de tramitarse y resolverse el 
recurso de reposición interpuesto (pronunciándose en su resolución sobre todas 
las cuestiones que suscite el expediente, como resulta del artículo 113.3 de la 
Ley 30/1992).  

 
 El hecho de que no proceda dictar nueva resolución expresa en el 

procedimiento de responsabilidad patrimonial, sino únicamente resolver el 
recurso de reposición, no es óbice para la emisión preceptiva del dictamen del 
Consejo Consultivo de Castilla y León.  

 
 En este sentido, puede citarse el Dictamen 2.072/1999, de 8 de 

julio, del Consejo de Estado, que, si bien se refiere a los recursos de reposición 
interpuestos contra las desestimaciones por silencio administrativo de 
solicitudes de indemnizaciones de daños y perjuicios, el criterio que recoge es 
plenamente aplicable al supuesto de recursos de reposición contra resoluciones 
expresas. En dicho dictamen se concluye que “los recursos de reposición 
interpuestos contra las desestimaciones presuntas de solicitudes de 
indemnizaciones de daños y perjuicios pueden ser estimados, previo 
cumplimiento en la sustanciación del recurso de todos los trámites legalmente 
exigidos para resolver de manera expresa y que no se hubieran cumplido en el 
procedimiento en el que operó el silencio administrativo”. Los argumentos en 
los que basa tal conclusión son los siguientes: 

 
  “7. Transcurrido el plazo para resolver sin haberlo hecho de 

manera expresa y operante el silencio en alguna de las formas expuestas, 
según las previsiones legales aplicables, los interesados pueden interponer los 
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recursos administrativos que procedan; en especial, y a los efectos de la 
presente consulta, el de reposición.  

 
  »El recurso de reposición se puede interponer contra 

cualesquiera resoluciones presuntas, incluso contra aquellas producidas en 
procedimientos incoados con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 
4/1999, de 13 de enero, según previene su disposición transitoria segunda.  

 
  »Cuando se interpone un recurso de reposición, el órgano 

administrativo al que corresponde su conocimiento tiene competencia plena 
para enjuiciar las cuestiones que se planteen. En el caso de recursos 
interpuestos contra resoluciones dictadas en procedimientos que se pronuncian 
sobre reclamaciones formuladas en concepto de indemnizaciones de daños y 
perjuicios ante la Administración Pública, el órgano competente para resolverlos 
puede, en principio, analizar todas las cuestiones suscitadas y decidir sobre el 
fondo del asunto, bien estimando, bien desestimando las reclamaciones. Pero 
tales pronunciamientos sólo puede hacerlos después de haberse formado un 
juicio a través del cauce procedimental establecido; esto es, después de recabar 
los informes preceptivos -y no sólo los determinantes del contenido de la 
resolución- de los órganos que deben emitirlos. Y ello, por cuanto, en vía de 
recurso, el órgano competente para resolverlo no tiene facultades para 
formarse un juicio y conformar su voluntad de manera arbitraria, sino que está 
sujeto a las prescripciones legales que definen la manera de hacerlo. Si fuera 
de otra manera, se estaría habilitando al órgano que debe resolver una 
reclamación de responsabilidad patrimonial de la Administración tras seguir un 
procedimiento a hacerlo, en trance de resolver un recurso, sin sujetarse a 
trámite alguno. Para ello, le bastaría con dejar de pronunciarse expresamente 
en el término en que está obligado y esperar a la interposición del recurso para 
decidir, sin observar el procedimiento establecido. Tal planteamiento no debe 
considerarse conforme a derecho.  

 
  »Así pues, el órgano que resuelve el recurso de reposición 

interpuesto contra la desestimación presunta de una solicitud de indemnización 
de daños y perjuicios puede estimarlo o desestimarlo, entrando en el fondo de 
la cuestión, pero sólo si se han recabado los informes que fueren preceptivos y 
si se han observado los demás trámites legales pertinentes, entre los que 
destaca, por su singularidad, el de audiencia del interesado.  
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  »En otros términos, la Administración puede resolver el 
recurso de reposición y pronunciarse sobre el fondo de la reclamación cuando 
el procedimiento está ya instruido e informado por los órganos que deben 
hacerlo, de tal suerte que lo único que resta es dictar la resolución final. Y, es 
que, en tales casos, al contarse con todos los informes conformadores del juicio 
y de la voluntad administrativa decisoria y al haberse cumplido el trámite de 
audiencia del interesado, en aras de la economía del procedimiento, puede 
resolverse, sin más, en trance de recurso sobre la cuestión planteada.  

 
  »Por el contrario, si faltan tales informes y trámites, a juicio 

del Consejo de Estado, la Administración está obligada a resolver el recurso, 
por cuanto el instrumento del silencio tiene el único efecto de abrir la vía 
impugnatoria cuando es desestimatorio y debe hacerlo, pronunciándose sobre 
el fondo de la reclamación, previo cumplimiento de todos los trámites 
preceptivos, en los términos antes indicados.  

 
  »En consecuencia, la Administración debe tramitar el 

recurso de reposición interpuesto y, previa evacuación de los informes que 
fueren preceptivos y cumplimiento de los demás trámites esenciales que fueren 
pertinentes, en su seno, estimar el recurso pronunciándose sobre el fondo de la 
reclamación. Y ello, por cuanto recabados dichos informes y cumplidos los 
correspondientes trámites, el órgano competente para resolver contará con 
todos los elementos básicos que le permiten conformar su juicio y voluntad. De 
esta manera, hará correcta aplicación del principio de economía del 
procedimiento, evitándose la retroacción o reposición de las actuaciones a un 
momento anterior, con las dilaciones que ello comporta.  

 
  »El indicado actuar de la Administración no comporta, por 

otra parte, infracción alguna del artículo 113.2 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, por cuanto, en caso de recurso, este precepto ordena la retroacción 
de las actuaciones al momento en que se produjo el vicio determinante de la 
invalidez del acto impugnado y que justifica su estimación. Y, en el caso a que 
se refiere la consulta, no existe vicio alguno, pues no puede reputarse como tal 
la omisión de la solicitud o de la emisión de los correspondientes dictámenes o 
de los demás trámites esenciales, ya que no hubo resolución expresa que 
ultimara el procedimiento.  
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  »Por otra parte, el órgano instructor también podrá 
suspender el plazo de tramitación si solicita informes preceptivos y 
determinantes del contenido de la resolución en los términos antes expuestos. 
Si, no obstante acordada dicha suspensión, transcurriera el término máximo de 
los tres meses, y, en su caso, el plazo final de tramitación venciera de nuevo 
faltando alguno de los referidos informes, la Administración no podría continuar 
con la tramitación de los procedimientos y, en consecuencia, no podría resolver 
expresamente sobre el fondo hasta tanto no fueran evacuados aquéllos y 
cumplidos los demás trámites preceptivos. Y, ello no por haber transcurrido los 
plazos antes señalados, sino por faltar unos informes y trámites que invalidarían 
la resolución expresa final.  

 
  »La Administración debe pues esperar a que se hayan 

evacuado los informes pertinentes y cumplido los trámites precisos para 
resolver expresamente. Y está obligada a hacerlo cuando cuente con ellos”. 

 
 En conclusión, de acuerdo con esta doctrina, la resolución que 

debe dictar la Administración consultante ha de referirse -tal y como indica el 
Ayuntamiento consultante- al recurso de reposición interpuesto, en el que, 
como se ha expuesto ut supra, es preceptiva la emisión del dictamen del 
Consejo Consultivo de Castilla y León. 

 
 b) En segundo lugar, debe ponerse de manifiesto que la 

reclamación interpuesta ya fue resuelta mediante Resolución de 26 de octubre 
de 2009 sin haberse emitido el informe del servicio cuyo funcionamiento ha 
causado la presunta lesión indemnizable, sin haberse concedido el trámite de 
audiencia al interesado y sin haberse recabado el dictamen del Consejo 
Consultivo. Trámites todos ellos preceptivos, de acuerdo con el Reglamento de 
los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de 
responsabilidad patrimonial, aprobado por el Real Decreto 429/1993, de 26 de 
marzo. 

 
 Estas omisiones determinarían por sí mismas la nulidad de la 

resolución dictada por haberse obviado los trámites esenciales del 
procedimiento. Sin embargo, y dado que estos defectos no han sido alegados 
por el interesado (lo que hubiera obligado a estimar el recurso por tal motivo y 
resolver sobre el fondo del asunto), la emisión del informe de la Policía Local y 
del dictamen del Consejo Consultivo en vía recurso permite, en este caso, tener 
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por cumplidos dichos trámites, por lo que la resolución del recurso deberá 
pronunciarse únicamente sobre el fondo. 

 
 No obstante, no consta que se haya concedido trámite de 

audiencia al interesado. El artículo 11 del Reglamento de los procedimientos de 
las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial exige la 
concesión del trámite audiencia una vez concluida la instrucción e 
inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución. Y el artículo 
112.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, lo exige igualmente en vía de 
recurso cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos no 
recogidos en el expediente originario -lo que parece que ocurrió, según consta 
en el informe de la técnico de Administración General-. Ahora bien, este 
Consejo Consultivo, sin perjuicio de reiterar la preceptividad de este trámite, ha 
entendido en otras ocasiones que su omisión no genera indefensión en el 
interesado cuando se propone la estimación íntegra de la pretensión 
resarcitoria. 
 

 c) Finalmente, debe realizarse un esfuerzo motivador al formular 
las propuestas de resolución, que incorpore no sólo los antecedentes de hecho 
sino también los fundamentos de derecho que sirvan de base para la decisión 
que se adopte, puesto que se observa que la motivación contenida en la 
propuesta remitida carece de la solidez que sería deseable en una resolución 
administrativa de estas características. 

 
3ª.- Concurren en el reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La competencia 
para resolver la presente reclamación corresponde al Alcalde del Ayuntamiento, 
sin perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, de acuerdo 
con lo establecido en los artículos 21.1.s) y 23.2.b) de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación con el artículo 
142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Consta 
que se presentó el 7 de octubre de 2009 y el accidente ocurrió el 26 de 
diciembre de 2008. 
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4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la que se 
remite, de forma genérica, el artículo 54 de la Ley 7/1985, de 2 de abril. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 

Consejo de Estado así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: 

 
 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 

persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 

 
 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 

 
 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
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En la esfera de las Administraciones Locales, el artículo 54 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, establece que “Las Entidades locales responderán 
directamente de los daños y perjuicios causados a los particulares en sus bienes 
y derechos como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o 
de la actuación de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos 
establecidos en la legislación general sobre responsabilidad administrativa”. 
Este precepto es reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 
del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las 
Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 2.568/86, de 28 de noviembre. 
 

No obstante, la jurisprudencia modula el carácter objetivo de la 
responsabilidad patrimonial, al rechazar que la mera titularidad del servicio 
determine la responsabilidad de la Administración respecto de cualquier 
consecuencia lesiva relacionada con el mismo que se pueda producir. El 
Tribunal Supremo ha declarado, en su Sentencia de 5 de junio de 1998, que “la 
prestación por la Administración de un determinado servicio público y la 
titularidad por parte de aquélla de la infraestructura material para su prestación 
no implica que el vigente sistema de responsabilidad patrimonial objetiva de las 
Administraciones Públicas convierta a éstas en aseguradoras universales de 
todos los riesgos con el fin de prevenir cualquier eventualidad desfavorable o 
dañosa para los administrados que pueda producirse con independencia del 
actuar administrativo, porque de lo contrario, como pretende el recurrente, se 
transformaría aquél en un sistema providencialista no contemplado en nuestro 
ordenamiento jurídico”. Criterio que ha sido recogido en otros fallos (a.e. 
sentencias de 13 de septiembre de 2002, 30 de septiembre y 14 de octubre de 
2003, o 17 de abril de 2007). 

 
También ha declarado el Tribunal Supremo, de forma reiterada, que no 

es acorde con el referido sistema de responsabilidad patrimonial objetiva su 
generalización más allá del principio de causalidad, de manera que, para que 
exista aquélla, es imprescindible la existencia de nexo causal entre la actuación 
de la Administración y el resultado lesivo o dañoso producido. En este sentido, 
la Sentencia de 13 de noviembre de 1997 ya señaló que “aun cuando la 
responsabilidad de la Administración ha sido calificada por la jurisprudencia de 
esta Sala como un supuesto de responsabilidad objetiva, no lo es menos que 
ello no convierte a la Administración en un responsable de todos los resultados 
lesivos que puedan producirse por el simple uso de instalaciones públicas, sino 
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que, como antes señalamos, es necesario que esos daños sean consecuencia 
directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal de aquélla”. 

 
Por lo tanto, la responsabilidad de la Administración procederá en 

aquellos casos en que los daños sean consecuencia del funcionamiento de los 
servicios públicos, sin que baste a estos efectos que los daños aparezcan con 
motivo u ocasión de la prestación de dichos servicios públicos. 

 
Ha de tenerse en cuenta, asimismo, la jurisprudencia según la cual, “la 

imprescindible relación de causalidad entre la actuación de la Administración y 
el resultado dañoso producido puede aparecer bajo formas mediatas, indirectas 
y concurrentes, aunque admitiendo la posibilidad de una moderación de la 
responsabilidad en el caso de que intervengan otras causas, la cual debe 
tenerse en cuenta en el momento de fijarse la indemnización. El hecho de la 
intervención de un tercero o una concurrencia de concausas imputables, unas a 
la Administración y otras a personas ajenas, e incluso al propio perjudicado, 
imponen criterios de compensación o de atemperar la indemnización a las 
características o circunstancias concretas del caso examinado”. E igualmente la 
que sostiene “la exoneración de responsabilidad para la Administración, a pesar 
del carácter objetivo de la misma, cuando es la conducta del propio perjudicado 
o la de un tercero la única determinante del daño producido aunque hubiese 
sido incorrecto el funcionamiento del servicio público”. 

 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, comprobada la realidad del daño, es 

preciso determinar si éste ha sido o no consecuencia del funcionamiento normal 
o anormal del servicio público, presupuesto indispensable para el nacimiento de 
la responsabilidad patrimonial de la Administración. 

 
El interesado alega que el accidente se produjo a causa del hielo y la 

nieve que había en la calzada. Considera que existió falta de diligencia del 
Ayuntamiento porque no esparció sal en la calzada ni adoptó ninguna medida 
de precaución, a pesar de los reiterados avisos de la Policía Local sobre el 
estado de la vía. 

 
 El informe de la Policía Local acredita que el percance acaeció el 26 de 
diciembre de 2008, sobre las 19:00 horas, y que éste fue causado por el mal 
estado de la vía ya que estaba nevando.  
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 El artículo 57 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y 
Seguridad Vial, texto articulado aprobado por el Real Decreto Legislativo 
339/1990, de 2 de marzo, impone al titular de la vía “la responsabilidad del 
mantenimiento de la misma en las mejores condiciones posibles de seguridad 
para la circulación y la instalación y conservación en ella de las adecuadas 
señales y marcas viales. También corresponde al titular de la vía la autorización 
previa para la instalación en ella de otras señales de circulación. En caso de 
emergencia, los Agentes de la autoridad podrán instalar señales 
circunstanciales sin autorización previa”. Asimismo, la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
establece la obligación de los Ayuntamientos de mantener las vías sobre las que 
ostentan competencia en condiciones que garanticen la seguridad de los 
vehículos que por ellas transitan y de sus ocupantes (artículo 25.2.d). 
 
 Son numerosos los dictámenes en los que este Consejo ha manifestado 
que la existencia de hielo en la calzada no es atribuible a un comportamiento 
omisivo del Ayuntamiento por no hacer lo necesario para señalizar su presencia 
o, en su caso, eliminar el hielo o limitar sus efectos.  
 
 La Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de junio de 1997 señala que 
“para que el daño concreto producido por el funcionamiento del servicio a uno 
o varios particulares sea antijurídico basta con que el riesgo inherente a su 
utilización haya rebasado los límites impuestos por los estándares de seguridad 
exigibles conforme a la conciencia social. No existirá entonces deber alguno del 
perjudicado de soportar el menoscabo y, consiguientemente, la obligación de 
resarcir el daño o perjuicio causado por la actividad administrativa será a ella 
imputable”. No obstante, la jurisprudencia mantiene que el estándar exigible en 
la señalización y conservación de la vía puede variar a la vista de las 
circunstancias del lugar o de las diferentes clases de vías (al no tratarse de una 
vía principal, el nivel de exigencia es menor).  
 
 La jurisprudencia también ha señalado de forma reiterada que, en casos 
parecidos al analizado (placas de hielo en la calzada durante la época invernal), 
las medidas exigibles a la Administración son más flexibles, lo cual resulta 
justificado, dadas las extremadas precauciones que se requieren en esas 
circunstancias en la conducción, ya que la diligencia en ésta resulta ser más alta 
que la exigencia administrativa de evitar las situaciones de riesgo, puesto que la 
existencia de hielo sobre la calzada en las carreteras en época invernal 
constituye un hecho ordinario y normal, que debe ser tenido en cuenta por los 
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usuarios de aquéllas y adoptar así especiales medidas de precaución y celo a la 
hora de circular por ellas, y más teniendo en cuenta la fecha en la que se 
produce el accidente, la hora y las condiciones climatológicas propias de la 
estación invernal. 
 

En análogo sentido, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla y León (Sala de lo Contencioso Administrativo de Valladolid) de 18 de 
mayo de 2007, entre otras, señala: “(…) si con carácter general, a tenor de los 
deberes que son exigibles a la Administración, ésta debe señalizar los 
obstáculos que surjan, e incluso eliminar la nieve o el hielo, ya sea de forma 
mecánica o arrojando productos que palien o eviten sus efectos, estas 
obligaciones ante la anomalía que suponen efectos meteorológicos como los 
que nos ocupan, está en función de las condiciones de tiempo y lugar, pues 
como estándar de las obligaciones exigibles a la Administración, no puede 
entenderse que la misma pueda dar una respuesta inmediata evitándolo tales 
efectos meteorológicos que solo son debidos a causas naturales. (…), teniendo 
en cuenta que nos encontramos ante una vía pública que no forma parte de la 
red principal (…) no puede ser exigible a la Administración ante la aparición de 
hielo una tan pronta intervención como la que exigiría la pretensión del actor, 
ya que es un fenómeno meteorológico común la aparición de hielo en período 
invernal (…), sin ni tan siquiera deber señalizar este evento en vías secundarias, 
y ante este hecho el conductor debe atemperar la circulación a las condiciones 
de tiempo y lugar que este evento climático hacen exigible (…)”.  

 
 Sin embargo, en el caso analizado, puede considerarse que, de acuerdo 
con la doctrina expuesta, se ha rebasado el estándar jurídico exigible a la 
Administración en el funcionamiento del servicio público viario y que, por tanto, 
existe responsabilidad del Ayuntamiento por los daños ocasionados.  
 
 Los agentes de policía afirman que aproximadamente una hora antes del 
accidente, cuando empezaba a nevar, advirtieron al concejal de obras de la 
necesidad de comenzar a echar sal en los lugares en los que habitualmente hay 
problemas cuando nieva, como la calle en la que acaeció el siniestro. Pero a 
pesar de tal advertencia y de las repetidas ocasiones en que la policía había 
sugerido las medidas de precaución a adoptar en estos supuestos, no se acordó 
por el responsable del Ayuntamiento ninguna actuación tendente a paliar o 
evitar los efectos adversos de la nevada en esa vía. Por tanto, el estado que 
presentaba la calle donde ocurrió el accidente como consecuencia de la nevada 
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no puede considerarse circunstancia adversa que escapa del poder de previsión 
y prevención de la Administración. 
 

El interesado debe, pues, ser resarcido de los daños.  
 
Ahora bien, en uno de los informes de la Policía Local se indica que el 

accidente se produjo, a su criterio, “por una velocidad inadecuada para las 
condiciones de la vía, junto al mal estado de ésta por estar nevando en esos 
momentos”; esta circunstancia, que no puede ser obviada en la fijación de 
responsabilidades, permite considerar que en la producción de los daños pudo 
influir también una velocidad inadecuada del conductor. Lo que obliga a 
minorar la responsabilidad de la Administración en un 50%. Por ello, la 
estimación ha de ser parcial.  

 
6ª.- Respecto al importe de la indemnización, a la vista de que la factura 

aportada acredita daños por un importe de 1.060,31 euros, ha de abonarse al 
interesado el 50% de dicha cantidad, es decir, 530,16 euros. Ello sin perjuicio 
de su actualización en los términos previstos en el artículo 141.3 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria parcial, por importe de 530,16 

euros, en el recurso de reposición interpuesto contra la resolución 
desestimatoria de la reclamación de responsabilidad patrimonial presentada por 
D. xxxxx, debido a los daños sufridos en un accidente por la existencia de hielo 
y nieve en la calzada. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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